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Pereira,  nueve de octubre de dos mil quince
Acta N° ___ de 9 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el señor LUIS GUILLERMO TABIMA ARREDONDO, contra la sentencia de 25 de agosto de 2015 proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia dentro de la acción de tutela iniciada por éste contra el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE LA VIRGINIA, mediante la cual se negó el amparo constitucional pretendido.

ANTECEDENTES

Indica el señor Tabima Arredondo que inició acción ejecutiva de única instancia en contra del señor Hugo Alberto Mosquera Acevedo, cuyo título de recaudo lo constituyó una letra de cambio por valor de $4.000.000, documento inicialmente girado por el ejecutado a favor del señor Ever Enrique Iglesias Lugo, quien a su vez endosó el titulo valor a su nombre, tal como se advierte al respaldo del mismo; que dicha acción civil fue asignada al conocimiento del Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, despacho que procedió con la admisión y notificación del demandado, el cual se vinculó a la litis formulando como excepciones las que denominó “Falta de requisitos legal que debe llevar la carta de instrucciones, Alteración del texto del título, sin perjuicio de lo dispuesto respecto de los signatarios posteriores a la alteración, Cobro de lo no debido, Innominada o Genérica, Falta de notificación de la cesión del título, Mala fe del actor y Prescripción” frente a las cuales se pronunció dentro del término de traslado legalmente establecido.

Afirma que se profirió sentencia desfavorable a sus intereses, dado que el juzgado de conocimiento dio por ciertos los hechos que fundamentaron la creación del título valor, cuando en realidad los mismos eran ajenos a su conocimiento; que no se demostró con los testimonios traídos al plenario que fuera tenedor de mala fe de la letra de cambio, pues solo pretendió y pretende el cobro del capital allí consignado más sus intereses y refiere que de haber conocido el origen de la obligación aceptaría la decisión, así como las consecuencias penales que ello implica.
Sostiene que el nacimiento del título conforme lo expone el demandado, debió ser expuesto en otro proceso, con vinculación del endosante, sin que sea oportuno indicar, como lo hizo el juez de conocimiento, que a la acción ejecutiva debía comparecer como litisconsorte necesario el señor Iglesias Lubo, por haberse sustraído de su responsabilidad, pues en la misma sólo se reclama el capital adeudado por el señor Mosquera Acevedo.

Es por todo lo narrado que considera que la decisión que hoy reprocha es ilegal, dado que el material probatorio recaudado no evidencia que el “suscrito hubiera sido un complemento de las negociaciones, además de su futuro oscuro fuera sido orquestado” por él, situación que configura una vía de hecho por defecto procedimental absoluto, al paso que vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso, derecho de defensa, acceso a la administración de justicia y la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, por lo que solicita su amparo, así como la declaratoria de nulidad de la referida sentencia y se profiera una donde se desestimen las excepciones formuladas por el ejecutado y se ordene continuar con el trámite ejecutivo.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el cual, la admitió y concedió al despacho accionado el término de dos (2) días a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, igual término le concedió al señor Hugo Alberto Mosquera Acevedo quien fue integrado a la litis, en su condición de demandado dentro del proceso ejecutivo cuyo trámite se reprocha.
El Juzgado accionado alegó en su defensa la procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir decisiones judiciales, pues para tales efectos fueron previstos mecanismos ordinarios de defensa establecidos por el legislador.  Relacionó también, conforme los lineamientos de la Corte Constitucional, los requisitos generales para que proceda la presente acción, así como las exigencias específicas, para finalmente sostener que, en momento alguno la actuación judicial surtida originó la vulneración pregonada por el actor y mucho menos la configuración de una vía de hecho, pues las pruebas aportadas al plenario fueron valoradas conforme a las reglas de la sana crítica, llegando a la conclusión que la letra de cambio fue diligenciada sin atender las instrucciones dadas por el señor Hugo Alberto Mosquera Acevedo al señor Ever Enrique Iglesias Lobo –endosante-razón por la que prosperó la excepción de mérito planteada por el ejecutado.

El vinculado por su parte se pronunció en relación con los hechos de la acción, para indicar que si bien estos resultan ciertos en relación con el trámite adelantado ante el Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, la decisión en él adoptada por la titular de ese despacho, es legal y obedeció a una análisis integral del material probatorio, donde primó la máxima del derecho consistente en que la “verdad real debe acercarse o ser igual a la verdad procesal”, al paso que consideró que el actor no determinó los requisitos generales y específicos de procedibilidad de la acción de tutela para controvertir decisiones judiciales, por lo que considera que la misma no debe prosperar.
Llegado el día del fallo, el juez de primer grado, inicialmente consideró acertada la decisión reprochada por el tutelante, en la medida en que las pruebas aportadas al proceso ejecutivo por parte del ejecutado Hugo Alberto Mosquera Acevedo, ineludiblemente ameritaban la declaratoria de prosperidad de la excepción por éste formulada denominada “FALTA DE LOS REQUISITOS LEGALES QUE DEBE LLEVAR LA CARTA DE INSTRUCCIONES”. Posteriormente, indicó que efectivamente se evidencia un defecto sustantivo en relación con la acreditación del título valor en blanco, pues estimó que ninguna de las pruebas dieron cuenta de este suceso, por lo que mal podría declarase que la letra de cambio objeto del litigio fue diligenciada por fuera de las instrucciones dadas por el deudor, estimando inexplicable la decisión del inferior de calificar de inexistente el derecho comercial, cuando debió ser todo lo contrario.

No obstante, y pese a la incongruencia antes advertida, declaró la improcedencia de la acción de tutela, al considerar que el tema puesto a su conocimiento no es de relevancia constitucional, pues la controversia planteada es de carácter comercial o mercantil, donde no se encuentran afectados derechos de rango mayor,  dado que la actuación desplegada por el Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, en momento alguno violó el régimen procedimental previsto para los procesos ejecutivos tramitados ante la jurisdicción civil, por ende no se percibe vulnerado el debido proceso
Inconforme con la decisión, la parte vencida impugnó el fallo insistiendo en su condición de tenedor de buena fe, legítimo y sin vicios del título valor, legitimado para reclamar el pago del capital adeudado y sus intereses, pues reitera que no tuvo participación, ni conocimiento de los hechos que dieron lugar a la creación de la letra de cambio que pretende cobrar por la vía ejecutiva.

Refiere que tanto en la decisión que generó la presente acción, como la aquí adoptada, se le consideró como acreedor primigenio, cuando no tiene esa calidad.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado accionado en una vía de hecho al declarar probada la excepción de “Falta de los requisitos legales que debe llevar la carta de instrucciones”, dentro de la acción ejecutiva iniciada por accionante?

1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas  "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como  decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado social de derecho. 

Recientemente, la Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.
                                                       
3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.
2. EXCEPCIONES QUE SE PUEDEN FORMULAR CONTRA LA ACCIÓN CAMBIARIA.

Dispone el artículo 784 del Código de Comercio, las excepciones que pueden formularse contra la acción cambiaria, dentro de las que se cuentan, en el numeral 12º “Las derivadas del negocio jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título, contra el demandante que haya sido parte en el respectivo negocio o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa”.
A su vez, el artículo  652 de la misma obra, dispone que “La transferencia de un título a la orden por medio diverso del endoso, subroga al adquirente en todos los derechos que el título confiera; pero lo sujeta a todas las excepciones que se hubieran podido oponer al enajenante”.

Las anteriores disposiciones sugieren entonces, que contra el endosatario, no pueden proponerse las excepciones denominadas personales, si previamente, en los términos del artículo 385 ibídem, si se demuestra que es un tenedor que mala fe.
Frente al negocio subyacente que origina el título la Corte Constitucional en sentencia T-310-09 indicó lo siguiente:

“La literalidad, en cambio, está relacionada con la condición que tiene el título valor para enmarcar el contenido y alcance del derecho de crédito en él incorporado.  Por ende, serán esas condiciones literales las que definan el contenido crediticio del título valor, sin que resulten oponibles aquellas declaraciones extracartulares, que no consten en el cuerpo del mismo.  Esta característica responde a la índole negociable que el ordenamiento jurídico mercantil confiere a los títulos valores.  Así, lo que pretende la normatividad es que esos títulos, en sí mismos considerados, expresen a plenitud el derecho de crédito en ellos incorporados, de forma tal que en condiciones de seguridad y certeza jurídica, sirvan de instrumentos para transferir tales obligaciones, con absoluta prescindencia de otros documentos o convenciones distintos al título mismo.   En consonancia con esta afirmación, el artículo 626 del Código de Comercio sostiene que el “suscriptor de un título quedará obligado conforme al tenor literal del mismo, a menos que firme con salvedades compatibles con su esencia”.  Ello implica que el contenido de la obligación crediticia corresponde a la delimitación que de la misma haya previsto el título valor que la incorpora.
Esto implica que las características y condiciones del negocio subyacente no afectan el contenido del derecho de crédito incorporado al título valor.  Ello, por supuesto, sin perjuicio de la posibilidad de que entre el titular del mismo y el deudor –y solamente entre esas partes, lo que excluye a los demás tenedores de  buena fe– puedan alegarse las excepciones personales o derivadas del negocio causal.  Empero, esto no conlleva que las consideraciones propias de ese tipo de contratos o convenciones incidan en la literalidad del crédito que contiene el título valor.  A este respecto, la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, intérprete judicial autorizado de las normas legales del derecho mercantil, enseña que “[l]a literalidad, en particular, determina la dimensión de los derechos y las obligaciones contenidas en el título valor, permitiéndole al tenedor atenerse a los términos del documento, sin que, por regla general, puedan oponérsele excepciones distintas a las que de él surjan.  Es de ver, con todo, que por cuanto la consagración de la literalidad es una garantía para quien desconoce los motivos que indujeron la creación o la emisión del título, o ignora los convenios extracartulares entre quienes tomaron parte antes que él en su circulación, es obvio que ella está consagrada exclusivamente en beneficio de los terceros tenedores de buena fe, pues este principio no pretende propiciar el fraude en las relaciones cambiarias
.”
3.   LLENO DE ESPACIOS EN BLANCO Y TÍTULOS EN BLANCO – VALIDEZ.

Dispone el artículo 622 del Código de Comercio, que “si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora”. 

Adicionalmente indica en su inciso segundo que “una firma puesta sobre un papel en blanco, entregado por el firmante para convertirlo en un título-valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo. Para que el título, una vez completado, pueda hacerse valer contra cualquiera de los que en él han intervenido antes de completarse, deberá ser llenado estrictamente de acuerdo con la autorización dada para ello”.

Finalmente, dispone la norma que “si un título de esta clase es negociado, después de llenado, a favor de un tenedor de buena fe exenta de culpa, será válido y efectivo para dicho tenedor y éste podrá hacerlo valer como si se hubiera llenado de acuerdo con las autorizaciones dadas”. –Negrillas fuera de texto-.

4. DEBIDO PROCESO.
El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

5. CASO CONCRETO

De acuerdo a lo planteado en el escrito de tutela y con las pruebas allegadas, se tiene que el accionante se duele que el Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, en providencia datada el 19 de mayo de 2015, haya declarado probada la excepción denominada “Falta de los requisitos legales que debe llevar la carta de instrucciones”, cuando él no hizo parte del negocio jurídico de creación del título valor y alega ser tenedor de buena fe, por lo que considera vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración. 
Sea lo primero advertir que, de acuerdo con lo anotado párrafos atrás, la acción de tutela contra decisiones judiciales, sólo es procedente en los casos en que resulte evidente la vulneración de derechos constitucionales,  limitante ésta que tiene su razón de ser en la importancia de acatar y respetar principios como la cosa juzgada, y la independencia y la autonomía del juez y en general el debido proceso.

Adicionalmente, dicha procedencia se reafirma con el hecho de que se estiman comprometidos derechos de orden constitucional, cuyos hechos constitutivos de su violación fueron plenamente identificados por su titular; que ningún recurso podía interponerse contra la decisión por medio de la cual la falladora de única instancia –ejecutivo singular de mínima cuantía-, declaró probado el medio exceptivo antes señalado; que la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela y, finalmente, que ésta fue proferida el 19 de mayo de 2015, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 10 de agosto de 2015, es decir en un término oportuno y razonable.

Encontrando reunidos los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela en contra de las decisiones judiciales, establecidos por la jurisprudencia constitucional, debe precisarse que, como se indicó con precedencia, al juez de tutela solo le corresponde verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni tome decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional.
En cumplimiento de dicha labor y luego de analizada la actuación procesal dentro de la acción ejecutiva iniciada por el señor Luis Guillermo Tabima Arredondo, se tiene que las razones que llevaron a la funcionaria de única instancia a declarar probada la excepción de “Falta de los requisitos legales que debe llevar la carta de instrucciones” obedecieron al análisis probatorio realizado, del cual emergió el negocio jurídico pactado entre el señor Ever Enrique Iglesias Lobo y el ejecutado, señor Hugo Alberto Mosquera Acevedo, el cual dio origen a la letra de cambio, que a su vez sirvió como título de recaudo al señor Tabima Arredondo, tenedor por la vía del endoso.

Ciertamente, luego de revisar el interrogatorio de parte del ejecutado y las declaraciones de los señores James de Jesús Castañeda Muñoz y Leidy Johana Tabares Brito, se puedo establecer que el diligenciamiento de la letra de cambio que por valor de $4.000.000 afirmó el señor Mosquera Acevedo firmó en blanco, estaba condicionado a que el señor Ever Enrique Iglesias Lobo, hiciera entrega a satisfacción de la obra contratada, consistente en la construcción de una casa de habitación en el barrio Expansión Norte del municipio de la Virginia, de la cual el deudor ya le había hecho entrega de 8 millones de pesos en efectivo, quedando pendiente el saldo que fue respaldado con el título valor, el cual no fue cancelado por el incumplimiento del contratista.
No obstante lo anterior, olvidó la funcionaria tutelada que para que le fuera oponible la excepción citada al señor Luis Guillermo Tabima Arredondo a quien el señor Iglesias Lobo endosó el título valor, debía el ejecutado probar que aquel no era un tenedor de buena fe, análisis que no se realizó en la decisión que hoy se reprocha, en la que además le impuso al ejecutante, sin corresponderle, la carga de demostrar que el endosante cumplió con las instrucciones para llenar los espacios en blanco y así proceder con su cobro.
Es que además, de conformidad con el artículo 622 del Código de Comercio, dado que el ejecutante, en todo momento afirmó haber recibido, por la vía del endoso, el título valor completamente diligenciado, para definir en derecho la controversia, correspondía al juez necesariamente hacer un análisis sobre la existencia o no de la buena fe exenta de culpa en cabeza del actor como tenedor del título valor. Como así no sucedió, es evidente que se configuró uno de los requisitos específicos para que proceda la acción de tutela contra providencias judiciales, como lo es decisión sin motivación
, razón por la que se revocará la sentencia impugnada y en su lugar se tutelará dicho derecho fundamental al debido proceso como consecuencia se dejará sin efecto la decisión proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia el diecinueve (19) de mayo de 2015, así como las actuación posterior y se ordenará a su titular, que en el término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia, profiera una nueva decisión que contenga el análisis jurídico y probatorio que corresponda a los supuestos de hecho que fundamentan la excepción de “Falta de los requisitos legal que debe llevar la carta de instrucciones.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia el 25 de agosto de 2015.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al DEBIDO PROCESO del cual es titular el señor LUIS GUILLERMO TABIMA ARREDONDO.

TERCERO: DEJAR sin efecto la providencia proferida el día 19 de mayo de 2015,     por el Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, dentro del ejecutivo singular de mínima cuantía iniciada por el señor LUIS GUILLERMO TABIMA ARREDONDO contra HUGO ALBERTO MOSQUERA ACEVEDO, radicada con el número 6640040899001-2013-00042-01, así como la actuación posterior a dicha providencia.
CUARTO: ORDENAR al Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, a través de su titular, que dentro del término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia,  profiera una nueva decisión que contenga el análisis jurídico y probatorio que corresponda a los supuestos de hecho que fundamentan la excepción de “Falta de los requisitos legales que debe llevar la carta de instrucciones”.

QUINTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
SEXTO: ENVÍESE, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                                                             Magistrada 
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
� T-001-97


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de abril de 1993.





� “implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional”.
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